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Honorable Cámara:








Vuestra Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente viene en informaros, en segundo trámite constitucional y segundo reglamentario, sobre el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en una Moción del H. Senador don Andrés Zaldívar.





Durante el estudio de la iniciativa, vuestra Comisión contó con la asistencia y colaboración del Diputado señor Sergio Elgueta y de la Fiscal del Ministerio de Bienes Nacionales, señora María Cecilia Cáceres.





Como se expresara en el primer informe, la idea matriz del proyecto es modificar el artículo 9º del decreto ley Nº 2.695, de 1979 para permitir que en el caso de muerte del procesado por inscripción fraudulenta, el poseedor original pueda lograr la cancelación de la inscripción. Para ello se establece un sistema de emplazamiento de los herederos del inculpado, a fin de que se opongan a la cancelación en un procedimiento incidental. Si no comparecen los herederos, el juez puede de oficio, ordenar medidas para resolver si ordena o no la cancelación.





I.-Antecedentes.


Durante la discusión del primer informe en la Sala de Sesiones, se sostuvo que en el caso de que la inscripción del poseedor material, solicitada al Ministerio de Bienes Nacionales, resulte fraudulenta, se inicia un proceso criminal, que puede terminar entre otras causales, con la muerte del procesado, caso en el cual se produce el sobreseimiento definitivo, de acuerdo con las normas del Código de Procedimiento Penal.























El sobreseimiento definitivo tiene autoridad de cosa juzgada en materia penal, pero no genera cosa juzgada en materia civil cuando existe el delito que ha sido materia de investigación. De conformidad con el artículo 274, Nº 1 del Código de Procedimiento Penal, una vez que el juez haya interrogado al inculpado, lo someterá a proceso cuando de los antecedentes resulte justificada la existencia del delito que se investiga.


Desde ese punto de vista, pudiera parecer innecesario el proyecto, porque bastaría con las normas generales, para que el querellante, la víctima del fraude, pueda continuar su acción civil contra los herederos del procesado, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 274 Nº 1 y 418 del Código de Procedimiento Penal y 179 Nº 1 del Código de Procedimiento Civil.





La justificación del proyecto obedece a que se trata de una normativa especialísima cuya finalidad es crear una propiedad privada en favor de quien no la tenía, mediante la posesión material.





En consideración a lo anterior, el Diputado señor Sergio Elgueta, presentó una indicación tendiente a contemplar no solamente el caso en que sólo exista condena respecto del procesado que fallece, sino también, los casos en que el mismo procesado pueda ser absuelto en primera y segunda instancia, y fallezca mientras el expediente va a la Corte Suprema, a objeto de que los derechos civiles sean cautelados.





Asimismo, durante la discusión en la Sala, se objetó la denominación de sentencia de término, por cuanto no debe confundirse con sentencia final. El Código de Procedimiento Penal utiliza el vocablo de sentencia de última instancia. Su artículo 539, dispone que la sentencia de término condenatoria en procesos sobre crimen o simple delito no tiene la fuerza de cosa juzgada, mientras dura el plazo para formalizar el recurso de casación. De interponerse el recurso mientras pende su conocimiento, aquélla queda en suspenso.





En consecuencia, el procesado puede fallecer antes de la acusación, durante el plenario, durante la sentencia de primera instancia, durante el transcurso de la tramitación de la segunda y cuando está pendiente el recurso de casación en la Corte Suprema.





Por lo anterior, la expresión "sentencia de término" debería reemplazarse por "sentencia firme", que en definitiva es el fallo que pone fin a al proceso.























De aquí que se pueda inferir, que en un proceso criminal podrían existir tres fallos posibles, que pueden culminar en absolución o condena. Si el procesado fallece absuelto en primera instancia, parece necesario considerar que sí resulta justo que se le suponga una conducta fraudulenta que dé derecho al juez para cancelar la inscripción. Más aún, si resulta absuelto, en segunda instancia, resultaría discutible que los herederos sean objeto de la cancelación de la inscripción, si previo emplazamiento del tribunal de que si ellos no se oponen, se proceda de plano.





Si los fallos fueran condenatorios, podría pensarse en una redacción como la propuesta por la Comisión, pero si se parte de la base que el proyecto sólo se coloca en la situación de la condena, contrariando, de alguna modo, la presunción de inocencia garantizada por la Constitución Política, cabría proponer su modificación.





Distinta es la situación cuando el querellante es quien, mediante una acción civil o prosiguiéndola, si la hubiere intentado, impetre la cancelación de la inscripción por un procesado que ha muerto, notificándose de ellos a los herederos, conforme con las reglas generales.





En virtud de todos los argumentos anteriormente expuestos, se presentó la siguiente indicación, para sustituir el artículo único por el siguiente:





"Artículo único.- Agrégase al artículo 9º del decreto ley Nº 2.695, de 1979 el siguiente inciso final:


"Si falleciere el procesado antes de existir sentencia firme, sin perjuicio del sobreseimiento definitivo que corresponda, si no hubiere demanda civil, el querellante podrá solicitar por vía incidental al tribunal de la causa la cancelación de la inscripción a que se refiere el inciso anterior en el plazo de sesenta días contados desde la muerte de aquél, debiendo emplazarse  a los herederos  mediante tres avisos publicados en un diario o periódico de circulación provincial, a su costa, entre cada uno de los cuales deben mediar a los menos diez días, para que expongan lo que crean conveniente a sus derechos. En su rebeldía, el tribunal realizará de oficio todas las diligencias que estimare necesarias para decidir si ordena o no la cancelación impetrada o resolverá de plano si hubiere mérito para ello. Si en la causa criminal hubiere demanda civil, o ella se hubiere interpuesto independientemente, se proseguirá conforme a las normas generales contra los respectivos herederos".





























II.-Discusión.


Durante la discusión del proyecto en la Comisión,  la Fiscal del Ministerio de Bienes, manifestó su conformidad con la redacción de la indicación propuesta y el Diputado señor Sergio Elgueta, explicó el alcance de la misma, en términos muy similares a los expuestos durante la discusión del proyecto en su primer trámite reglamentario en la Sala de Sesiones.





Al respecto, reiteró que el decreto ley Nº 2.695, de 1979, contempla una disposición penal que sanciona el fraude, es decir, cuando mediante engaño, se procede a obtener un título de dominio de una propiedad  y se inscribe en el Conservador de Bienes Raíces. Al fallecer el procesado, se sobresee definitivamente con lo que la acción civil también termina.





Otro aspecto que resaltó, dice relación con el empleo del vocablo "sentencia de término", que es la sentencia de la última instancia. En los casos en que sólo hay una instancia, no existe la apelación,  por lo tanto, la sentencia de término al existir fraude, es la segunda instancia, pero no la última, porque si el procesado muere, habiéndose dictado una sentencia que lo absuelve, entonces el juez no podría cancelar la inscripción. Lo mismo puede suceder, si el procesado fallece después de dictada la sentencia en segunda instancia, situación en que también puede quedar absuelto. Sin embargo, si se interpone un recurso de casación, esto no constituye una tercera instancia, por lo que no cabe hablar de sentencia de término, sino de sentencia firme o ejecutoriada.





Otro aspecto a considerar, es el relativo a la interposición de la acción civil en forma paralela con la acción penal, en su etapa de acusación, la que debe ser presentada antes del plazo de cuatro años, aún existiendo sentencia definitiva condenatoria, en lo penal, situación en que la inscripción se cancelará.





Por lo anterior, cabe preguntarse cuál será la suerte de la acción civil si es interpuesta antes de que fallezca el procesado, y en este sentido es necesario indicar que si el procesado fallece antes de dictarse la sentencia firme, en el caso de que no haya demanda civil, el querellante podrá solicitar por la vía incidental al tribunal de la causa, la cancelación de la inscripción dentro del plazo de sesenta días, contados desde la muerte de aquel, debiendo emplazarse a los herederos, mediante tres avisos publicados en un diario o periódico de circulación provincial.





A contrario sensu, si en la causa criminal  existiera demanda civil, o ella se hubiere interpuesto independientemente, se proseguirá de acuerdo con las normas generales contra los respectivos herederos. Aplicando las normas generales del proceso, se podría sostener que el sobreseimiento definitivo como sentencia firme, produce cosa juzgada, pero no así en materia civil.





Cerrado el debate y puesta en votación la Indicación, para sustituir el artículo único del proyecto, fue aprobada por la unanimidad de los cinco Diputados que se encontraban presentes.








III.-Constancias reglamentarias.





Para los efectos previstos en el artículo 290 del reglamento de la Corporación, se deja constancia que el artículo único de la iniciativa no tiene carácter de ley orgánica constitucional ni de quórum calificado, ni tampoco contiene materias que deban ser analizadas por la Comisión de Hacienda, al igual que lo consignara el H. Senado.





Asimismo, se consigna que el artículo único de la iniciativa fue sustituido por una indicación que fue aprobada por unanimidad.





Se designó Diputado informante al señor Pedro Pablo Alvarez Salamanca.











IV.-Texto aprobado por la Comisión.





Proyecto de ley:





"Artículo único.- Agrégase  al artículo 9º del decreto ley Nº 2.695, de 1979 el siguiente inciso final:





"Si falleciere el procesado antes de existir sentencia firme, sin perjuicio del sobreseimiento definitivo que corresponda, si no hubiere demanda civil, el querellante podrá solicitar por vía incidental al tribunal de la causa la cancelación de la inscripción a que se refiere el inciso anterior en el plazo de sesenta días contados de la muerte de aquél, debiendo emplazarse a los herederos mediante tres avisos publicados en un diario o periódico de circulación provincial, a su costa, entre cada uno de los cuales deben mediar a los menos diez días, para que expongan lo que crean conveniente a sus derechos. En su rebeldía, el tribunal realizará de oficio todas las diligencias que estimare necesarias para decidir si ordena o no la cancelación impetrada o resolverá de plano si hubiere mérito para ello. Si en la causa criminal hubiere demanda civil, o ella se hubiera interpuesto independientemente, se proseguirá conforme a las normas generales contra los respectivos herederos".





----------------------














Tratado y acordado en sesión de fecha 4 de abril de 2.000. con la asistencia de los Diputados señores Sánchez, don Leopoldo, (Presidente), Navarro, don Alejandro; Arratia, don Rafael; Alvarez Salamanca, don Pedro Pablo; Rojas, don Manuel; García Huidobro, don Alejandro; Aguiló, don Sergio y Elgueta, don Sergio.








Sala de la Comisión, en Valparaíso, 5 de abril de 2.000.

















Jacqueline Peillard G.


Secretaria de la Comisión.
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